
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / NO SE IMPUGNÓ EN FORMA ALGUNA LA DECISIÓN JUDICIAL.
Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado en consideración a que el juzgado encartado, en el proceso de restitución que aquí se analiza, se niega a corregir la decisión mediante la cual se negó el recurso de apelación presentado contra la decisión de no acceder a la oposición presentada por la actora.   

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas…
… de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. (…)
Y es que en el acto procesal que en concreto se analiza, mediante proveído del 10 de junio de 2019 el despacho accionado denegó la oposición presentada por la actora, lo mismo que el recurso de apelación interpuesto por tratarse de un proceso verbal sumario que se tramita en única instancia (f. 16, c.1).

Contra esa decisión, notificada por estrados en la misma diligencia de entrega en la que se presentó la oposición y se denegó el recurso de apelación, la interesada, actora constitucional en el presente asunto, no presentó ningún reparo.
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Acta N° 424 del 12 de septiembre del 2019     
Decide la Sala la impugnación propuesta propuesta por la parte actora contra la sentencia del 9 de julio del 2019 proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela que instauró Liliana Patricia Mejía González, por conducto de apoderado judicial, contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, actuación a la que fueron vinculados Luz Amparo Molina de Posada y Jesús Alberto Gallo Santa. 
ANTECEDENTES

Liliana Patricia Mejía González, por intermedio de abogado, presentó esta acción de tutela contra el Juzgado Sexto Civil Municipal local, en la que aduce la violación de sus derechos fundamentales al libre acceso a la administración de justicia, debido proceso y derecho de defensa. 
 



Narra que en el proceso de restitución de bien inmueble arrendado, ordenada la entrega del bien inmueble “… ejerció el derecho de oposición por posesión sobre los inmuebles vinculados a ese proceso”. Practicadas las pruebas se decidió el asunto “… denegando definitivamente la oposición que fuera presentada, y en consecuencia ordenó la restitución de los inmuebles a la demandante señora LUZ AMPARO MOLINA DE POSADA” (f. 2).




Inconforme con esa decisión, la opositora interpuso recurso de apelación, medio de impugnación que fue negado por el juzgado “… argumentando que el proceso que generó el incidente era de naturaleza “VERBAL SUMARIO DE MÍNIMA CUANTÍA”, y que, por lo mismo, no se admitía el recurso de alzada oportunamente interpuesto.”





Actuación que considera la tutelante es violatoria del debido proceso dado que con ello se omitió dar aplicación al numeral 9º del artículo 321 del CGP que autoriza el recurso. Agrega que a pesar de que es cierto que se trata de un proceso de única instancia y no admite apelación, “… otra situación se plantea, ya no, procesalmente al interior del proceso, cuya restitución se había ordenado mediante sentencia; sino en actuación posterior, esto es vía incidente de oposición, y allí, es donde las normas del proceso verbal sumario, como tales, no le eran aplicables…” para lo cual trae a colación la sentencia C-670 de 2004. 




Citó varias sentencias de la Corte Constitucional que, en su concepto, tratan casos análogos al presente.





Pidió, en consecuencia, que se ordene al despacho “… retrotraer la actuación judicial referida a la oposición presentada al momento de la interposición de apelación, para que esta sea tramitada y debidamente sustentada con los reparos sustanciales, ante el superior funcional tal y como lo estipula el Estatuto Procesal que nos rige.” (fl. 6)





El Juzgado de primer grado dio impulso a la acción, con la citada vinculación y corrió traslado a los convocados.

En término oportuno se pronunció la señora Luz Amparo Molina de Posada, en la cual solicita se desestimen las pretensiones de la demanda constitucional, pues la actuación del juzgado accionado estuvo acorde con las pautas trazadas para esta clase de procesos de restitución de bien inmueble arrendado, “… brindando todas las garantías a la opositora en el ejercicio del derecho a la defensa, el debido proceso y el acceso a la justicia” (fl. 21).
Las demás intervinientes guardaron silencio. 




Sobrevino la sentencia que estimó improcedente el amparo; con un análisis procesal y sustancial del caso, concluye, por un lado, que se le dio “… aplicación a las disposiciones relativas al proceso de restitución de inmueble en el trámite del proceso verbal sumario, sin que pueda observarse la inaplicación de las normas que lo contemplan y mucho menos la vulneración de los derechos fundamentales que reclama la parte demandante” (fl. 29, vto.). Por el otro, indica que las decisiones del juzgado estuvieron “… fundamentadas en normas sustanciales y procedimentales, sin que la accionante pueda atribuirle al accionado decisiones que no fueron tomadas dentro del proceso…”.




Impugnó el demandante quien aludió a i) una mala apreciación de la sentencia de la Corte Suprema de Justicia No. 8799 de 2016; ii) la indebida interpretación del artículo 321 del CGP; y iii) la procedencia del recurso por tratarse de un tercero, sea o no la esposa de quien fue vencido en juicio. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Acude la accionante en procura de la protección del derecho fundamental al debido proceso, que estima conculcado en consideración a que el juzgado encartado, en el proceso de restitución que aquí se analiza, se niega a corregir la decisión mediante la cual se negó el recurso de apelación presentado contra la decisión de no acceder a la oposición presentada por la actora.   





Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; y (vii) violación directa a la constitución. 





El juzgado de primera instancia, se dijo, negó el amparo solicitado; y con esa resolución, en parte, coincide la Sala, pues como se verá se trata más bien de una improcedencia de la acción constitucional por falta de uno de los requisitos arriba transcritos:

En efecto: de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”
Y es que en el acto procesal que en concreto se analiza, mediante proveído del 10 de junio de 2019 el despacho accionado denegó la oposición presentada por la actora, lo mismo que el recurso de apelación interpuesto por tratarse de un proceso verbal sumario que se tramita en única instancia (f. 16, c.1).
Contra esa decisión, notificada por estrados en la misma diligencia de entrega en la que se presentó la oposición y se denegó el recurso de apelación, la interesada, actora constitucional en el presente asunto, no presentó ningún reparo.

Con ello, fácil se advierte la anunciada improcedencia, por la evidente inutilización del recurso de reposición y subsidiariamente la queja (artículo 352 del C.G.P.), que es el instrumento idóneo para controvertir lo que por esta senda se reprocha; así se afirma, porque si lo que se quiere con esta acción es que el juzgado reconsidere la posición que asumió en torno a la negativa de conceder el recurso de apelación, lo cierto es que cuando el funcionario sentó su posición sobre el particular, ninguna protesta elevó oportunamente; ni siquiera con posterioridad a esa actuación le ha solicitado al despacho que proceda como pretende; por el contrario, acudió de manera principal a esta senda, que se sabe, se caracteriza por su uso residual, 
Y no podemos decir que sea aplicable la sentencia STC 8799 del 30 de junio de 2016, en la que se fundamenta la impugnante, pues en este caso particular es irrelevante si se trata de un tercero o de la parte misma, pues lo que se mira de manera objetiva es que los reparos aquí señalados debieron surtirse en primer orden ante el juez de instancia y como así no se hizo, surge clara la improcedencia de la acción por ausencia del requisito general de subsidiariedad.  
Así las cosas, ni modo de cuestionar la idoneidad de tal medio impugnativo, cuando la jurisprudencia ha recalcado la importancia de su agotamiento, que garantiza que la deliberación que incoa el interesado, se surta primero ante el funcionario que tiene pleno conocimiento del proceso y no frente al juez constitucional. Precisamente, ha reiterado la Sala de Casación Civil de la Corte, que: 

  

[D]e conformidad con el artículo 348 del C. de P. Civil [hoy día 318 del Código General del Proceso] era perfectamente viable formular la queja que ahora plantea a través de ese recurso ordinario, de modo que al omitir su interposición no es conducente que acuda después a este trámite extraordinario, breve y sumario para suplir su incuria.
  

Y, no se diga que el recurso de reposición es ineficaz, so pretexto de que el funcionario que emitió el proveído recurrido es quien lo resuelve, pues de aceptarse tal aserto lo que se pondría en entredicho sería la idoneidad y utilidad de dicho medio impugnativo, supuestamente porque la autoridad judicial, en principio, no variaría su decisión, razonamiento que la Corte considera deleznable, si se tiene en cuenta que lo que animó al legislador para instituirlo como medio de defensa fue el de brindarle al juez de conocimiento una oportunidad adicional para que revise su determinación y, si hubiere lugar a ello, que la enmiende, propósito que, aparte de acompasar con los principios de economía y celeridad procesal, asegura desde el inicio el derecho de contradicción de los sujetos intervinientes, especialmente en asuntos que se tramitan en única instancia (CSJ STC, 3 ago. 2011, rad. 00741-01; citada, entre otras, en CSJ STC13490-2015, 2 oct. 2015, rad. 2015-01854-01)
.

  
Suficientes razones para confirmar, pero por lo aquí expuesto, el fallo opugnado.


Así las cosas, y en vista de que se debe declarar improcedente la acción constitucional, se procederá a modificar el numeral “Primero” de la sentencia de primera instancia en ese sentido. 
 



DECISIÓN

En mérito de lo expuesto la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley MODIFICA el ordinal primero de la sentencia proferida el 9 de julio de 2019 por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, en esta acción de tutela presentada por la señora Liliana Patricia Mejía González, por conducto de apoderado judicial, contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, actuación a la que fueron vinculados Luz Amparo Molina de Posada y Jesús Alberto Gallo Santa, en su calidad de partes en proceso objeto de tutela, en el sendido de que se DECLARA IMPROCEDENTE. .

  



Notifíquese esta decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

    



Oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA
� Sentencia C-543-92


�   CSJ STC 3978-2018, 22 de marzo de 2018., rad. 2018-00641-00
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